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PRESENTACIÓN 
 
Cuando están a punto de cumplirse treinta años de la recuperación del 
autogobierno vasco, el proceso de institucionalización de Euskadi sigue 
siendo incompleto. En efecto, culminado el proceso de institucionalización 
autonómico y foral, queda pendiente la aprobación de la Ley Municipal de 
Euskadi.  
 
La Legislatura del Parlamento Vasco 2005-2008 ha conocido por vez 
primera la remisión de un Proyecto de Ley Municipal de Euskadi, que fue 
impugnado ante la Comisión Arbitral y dio lugar a la Decisión 1/2008.  
 
No cabe duda que la presente legislatura del Parlamento Vasco (2009-2013) 
debería ser, necesariamente, la legislatura en la que definitivamente se 
apruebe la Ley Municipal de Euskadi como la pieza de cierre del modelo 
institucional.  
 
Los problemas del municipalismo vasco, por una parte, son fruto de una 
legislación básica estatal en materia local desfasada y muy pormenorizada 
y, por otra, derivan de la  ausencia de un marco normativo a escala 
autonómica.  
 
La naturaleza institucional de cualquier proyecto legislativo que aborde el 
tratamiento de esta crucial materia requerirá un fuerte consenso político e 
institucional.  

El Documento de Bases de la Ley Municipal de Euskadi debe servir, 
asimismo, para consolidar y redefinir los  cometidos institucionales de 
EUDEL como representante e interlocutor del nivel institucional municipal.  

 
I.- PLANTEAMIENTO GENERAL.  
 
 
La necesidad objetiva de una Ley Municipal de Euskadi no puede ser puesta 
en tela de juicio. Han transcurrido casi tres décadas desde la recuperación 
de la autonomía local y veinticinco años desde que se aprobó la “Ley de 
Territorios Históricos” y Euskadi carece en 2009 de un marco normativo 
institucional que regule el poder municipal.  
 
En efecto, a día de hoy, en Euskadi la “legislación local” de procedencia 
autonómica es prácticamente inexistente. Es cierto que, dado el sistema 
interno de distribución de competencias, existe un cuerpo de Normas 
Forales que regulan materias relacionadas con el ámbito local. El 
Parlamento Vasco, sin embargo, no ha elaborado hasta ahora una 
normativa general que regule el municipio como institución.  
 
En consecuencia, la tarea de aprobar una Ley Municipal en Euskadi es 
urgente. La articulación interna del País requiere como complemento 
imprescindible una Ley Municipal que cierre definitivamente el proceso de 
configuración institucional entre Instituciones Comunes, Territorios 
Históricos y Municipios.  
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El Municipio vasco exige ser reconocido, de una vez por todas, como uno de 
los tres niveles básicos de gobierno que actúan en la estructura institucional 
de Euskadi y, por tanto, como un poder público territorial a todos los 
efectos.  
 
El Municipio vasco igualmente necesita disponer, en consecuencia, de una 
“visibilidad institucional” que hasta ahora le ha sido negada y demanda 
participar de forma activa en el diseño y ejecución de todas las políticas 
públicas que pongan en marcha tanto las Instituciones Comunes 
(Parlamento y Gobierno Vasco) como los Territorios Históricos.  
 
El actual marco básico limita mucho las posibilidades de configuración de un 
sistema propio de gobierno municipal y reduce las posibilidades efectivas de 
construir otro que sea muy diferente del que hasta ahora se ha tenido. El 
Estado no puede seguir legislando “lo básico” en materia local con la 
densidad e intensidad que lo ha hecho en la propia LBRL 
.  
Esta tarea de adecuar lo básico es urgente y hay que emplazar al Estado a 
que la lleve a cabo de forma cabal y respetando las competencias 
autonómicas y forales en la materia. Se debe apostar por una 
“interiorización” de lo municipal en el tejido institucional de Euskadi.  

Hay que partir, asimismo, del complejo sistema interno de distribución de 
competencias en materia local que diseña el Estatuto y la LTH. Los 
Territorios Históricos tienen importantes competencias en esta materia, 
tanto de naturaleza sectorial como financiera, que son ejercidas por Normas 
Forales.  

Los poderes públicos vascos deben ser conscientes del importante papel 
que el municipio juega en el sistema económico. Los municipios vascos, 
como actores institucionales, desarrollan sus funciones en un espacio de 
fuerte competencia institucional y deben llevar a cabo una apuesta decidida 
por la modernización y la innovación, con el fin de no perder competitividad 
frente a otros espacios institucionales próximos. Un buen marco regulador 
facilita esas tareas.  
 
II.- OBJETIVOS DE LA LEY MUNICIPAL DE EUSKADI.  
 
El primer objetivo de una Ley Municipal de Euskadi debe ser 
necesariamente reforzar la autonomía municipal. Ello implica no sólo un 
reconocimiento formal de esa autonomía municipal sino garantizar 
materialmente que esa autonomía sea efectiva. El municipio vasco ocupa la 
posición de centralidad. Resulta meridianamente claro que los municipios 
son el poder público local por excelencia en Euskadi.  
 
El segundo gran objetivo que debe afrontar una Ley Municipal de Euskadi 
es, como ya se advertía, dotar de visibilidad institucional al municipio 
dentro del conjunto de poderes públicos territoriales en Euskadi. Se trata de 
reconocer legislativamente que el municipio es un poder público conformado 
a través de unos presupuestos democráticos de igual factura, legitimidad y 
calidad a los de la Comunidad Autónoma y a los de los Territorios Históricos.  
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El tercer objetivo en su enunciado es que la Ley Municipal de Euskadi debe 
tener siempre presente que está regulando el municipio con el fin de 
mejorar el diálogo  y calidad de vida de los ciudadanos vascos. La 
noción “ciudadanía”, y que podría ser enunciada mejor como “ciudadanía-
vecindad” (en cuanto que es un concepto más inclusivo), debe ser uno de 
los ejes centrales del futuro texto.  
 
El cuarto objetivo de la Ley Municipal es, por tanto, evidente: un 
municipio con competencias propias. O dicho de otra manera, con un 
espacio de poder político claramente delimitado, en el que no puedan 
interferir discrecionalmente otros niveles de gobierno, ya sean los 
Territorios Históricos, la Comunidad Autónoma o el Estado.  
 
Y, el quinto objetivo, no puede ser otro que disponer de una financiación 
adecuada o suficiente para ejercer las competencias municipales. Es 
evidente que la financiación debería ser, junto a las competencias, el eje 
central de una futura Ley Municipal de Euskadi. Sin una financiación 
suficiente no se puede hablar en propiedad de autonomía municipal.  
 
III.- NATURALEZA DE “LA LEY MUNICIPAL DE EUSKADI”. ASPECTOS 
“FORMALES” DE LA LEY. ALTERNATIVAS.  
 
El actual marco estatutario vasco no prevé ningún tipo de leyes reforzadas 
en cuanto a la mayoría exigida para su aprobación final. Dicho de otro 
modo, la Ley Municipal de Euskadi sería, en principio, un “ley de mayoría 
simple”. Por tanto, su modificación se podría hacer por una ley posterior. 
 
La inexistencia de “leyes” formalmente diferentes a las “ordinarias” fue 
objeto de alguna matización por la propia Comisión Arbitral, pues este 
órgano ha caracterizado nítidamente a la LTH como una ley que cumple 
una función institucional y, en consecuencia, cualquier modificación de la 
misma debe ser “directa y expresa” y, por tanto, debidamente 
fundamentada y articulada. Se trata, en consecuencia, de una garantía 
formal para evitar que las leyes “sectoriales” afecten sin límite 
alguno a su contenido. 
 
Bajo esas premisas, habría que incidir en que la Ley Municipal se debería 
configurar, asimismo, como una Ley institucional que –junto a la LTH- 
cierra el proceso de institucionalización interno de Euskadi. Con esta 
caracterización se trata de “proteger” o “blindar” los contenidos de esa Ley 
Municipal frente a la actuación ulterior del legislador sectorial vasco. 
 
Una opción alternativa, a nuestro juicio más sólida conceptualmente, 
consistiría en incorporar el contenido de la futura “Ley Municipal de 
Euskadi”, o al menos una buena parte del mismo (competencias, 
financiación y participación del municipio en la formación de las políticas 
públicas) como un Título específico de la LTH. Esta opción plantea la enorme 
ventaja de que inserta con nitidez al municipio vasco dentro de la estructura 
de poderes territoriales de la Comunidad Autónoma y, por tanto, pueden a 
su vez retocarse algunos aspectos puntuales de la propia LTH con el fin de 



 5

encajar de forma más precisa el municipio vasco en la arquitectura 
institucional de Euskadi.  
 
IV.- PRINCIPIOS QUE DEBEN INCORPORARSE A LA LEY MUNICIPAL 
PARA SALVAGUARDAR LA AUTONOMÍA MUNICIPAL.  
 
La Ley Municipal de Euskadi debería recoger en una serie de Principios 
dirigidos a garantizar y salvaguardar el autogobierno de los municipios, 
sobre todo frente a la actuación de otros niveles territoriales de gobierno y, 
en particular, del legislador vasco o del poder normativo foral. A saber:  
 
a) El principio de autonomía municipal. Debe quedar claro que la 
autonomía municipal es la manifestación más fuerte del principio de 
autonomía local y que, tal principio, supone que el municipio tiene una 
dimensión política evidente como poder público de naturaleza territorial. Por 
autonomía municipal cabe entender –de acuerdo con lo establecido en la 
Carta Europea de Autonomía Local- el derecho y la capacidad efectiva de los 
municipios de ordenar (esto es, regular) y gestionar, bajo su propia 
responsabilidad,  los asuntos públicos que afecten a los ciudadanos de un 
municipio.    
 
b) El principio de suficiencia financiera. Un principio que está asimismo 
recogido en la Carta Europea de Autonomía Local, y que se plasma en el 
derecho que tienen los municipios a disponer de recursos suficientes para 
ejercer sus propias competencias. El principio de suficiencia financiera, 
corolario del principio de autonomía financiera, es el presupuesto básico 
para el ejercicio del autogobierno municipal. Sin recursos financieros no hay 
autonomía municipal.  
 
c) El principio de autoorganización institucional o estatutaria de los 
municipios. La potestad de organización se puede considerar inherente a 
la autonomía municipal, pero, en todo caso, es importante resaltarla con 
perfil propio.  
 
d) El principio de proximidad debería recogerse en la Ley como un 
principio individualizado o dentro, si se prefiere, del de subsidiariedad. El 
poder público municipal es, sin duda, el nivel de gobierno más próximo a los 
ciudadanos. La gestión política municipal es una actividad de “cercanía”, 
donde los ciudadanos son interlocutores directos de sus representantes. 
Junto a la cercanía, la proximidad evoca también “accesibilidad”.  
 
e) El principio de subsidiariedad se debería prever expresamente en la 
Ley Municipal de Euskadi. Las competencias se deben reconocer, por 
principio, a las autoridades más próximas a los ciudadanos (por tanto, a los 
municipios). Si se quiere atribuir una competencia a otra autoridad 
diferente a la municipal, se ha de valorar –como también expresa la Carta 
Europea de Autonomía Local- “la amplitud o la naturaleza de la tarea o las 
necesidades de eficacia o economía”.  
 
f) El principio de proporcionalidad. La Ley Municipal de Euskadi debería 
recoger expresamente el principio de proporcionalidad como instrumento de 
control de la actividad legislativa del Parlamento Vasco y de la actividad 
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normativa de las Juntas Generales en relación con las competencias 
municipales.  
 
g) El principio de solidaridad y de sostenibilidad, que ha adquirido 
vigor y fortaleza importante en los últimos años.  Los municipios vascos en 
el siglo XXI deben hacer de la solidaridad y de la cohesión social uno de los 
ejes centrales de funcionamiento de sus políticas públicas. Asimismo se ha 
de apostar por impulsar las “ciudades sostenibles” Se debe caminar hacia 
las “Administraciones eco-responsables”.   
 
h) El  principio de diferenciación. Este principio se conecta con la plural 
realidad del mundo local donde conviven municipios de muy diferente 
tamaño y, por tanto, con necesidades muy distintas. Pero debe huirse de 
conectar este principio de diferenciación con las competencias municipales 
según el tamaño de la entidad.  
 
i) El principio de igualdad de los ciudadanos en el acceso a los 
servicios públicos, por lo que tal diferenciación de prestación de servicios 
en función del tamaño del municipio no deja de ser discutible desde el plano 
de la igualdad de los ciudadanos vascos a recibir los mismos servicios por 
parte de sus municipios.  
 
j) El principio de autonomía normativa municipal. Los municipios 
vascos disponen de potestad normativa para regular amplios espacios de la 
vida institucional y social del municipio y, en consecuencia, ordenar las 
relaciones sociales de sus propios ciudadanos-vecinos.  
 
V.- ORGANIZACIÓN MUNICIPAL. ESTATUTO DE LOS 
REPRESENTANTES LOCALES. 
 
La organización municipal está regulada con una densidad inapropiada en la 
legislación básica, pero puede ser oportuno regularla y, sobre todo, 
reconocer que a los municipios vascos se les debe garantizar en este campo 
un amplio poder de autoorganización. 
  
Las otras entidades locales, al menos las de carácter “supramunicipal” o 
“intermunicipal”, son competencia de los Territorios Históricos (salvo en el 
caso excepcional de que extiendan su ámbito territorial a más de un 
Territorio). En este espacio el campo de juego de la Ley Municipal es 
limitado.  
 
El Reglamento Orgánico Municipal (al que se debería denominar “Estatuto 
Municipal”, y en el que se tendrían que regular otras muchas materias 
además de las estrictamente orgánicas) debería recoger únicamente las 
líneas básicas de la organización municipal facultando al Alcalde o al 
Consejo de Gobierno para el desarrollo y aprobación de las pertinentes 
estructuras.  
 
Cabe plantearse hasta qué punto es necesario que la Ley Municipal de 
Euskadi recoja las competencias del Alcalde y del Pleno, así como, en su 
caso, del Consejo de Gobierno (Junta de Gobierno Local), pues están 
reguladas ya en la normativa básica. Lo mismo sucede con la potestad 
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normativa local. Dentro de las reformas organizativas, se debería crear en 
la Ley Municipal de Euskadi la figura del Directivo Público Profesional.  
 
La Ley Municipal debería posibilitar que los Ayuntamientos vascos se 
dotaran potestativamente de figuras tales como el Síndico municipal, el 
Consejo de Ciudad o Consejos de Promoción Económica y de Innovación.  
 
Se debe regular, asimismo, en la Ley Municipal el estatuto de los 
representantes locales, tema de singular importancia para garantizar una 
calidad en la representación local y un correcto ejercicio de las funciones 
públicas atribuidas a tales cargos. Esta materia se encuentra, en parte, 
regulada por la legislación básica del Estado, pero hay espacios de 
configuración para hacer frente a muchos de los problemas que se plantean 
en este ámbito.  
 
EUDEL aprobó en diciembre de 2007 un “Acuerdo para la Gobernabilidad 
municipal y el libre ejercicio de su cargo por Concejales, Concejalas, 
Alcaldes y Alcaldesas vascas” que debe ser tomado, en todo caso, como 
punto de referencia a la hora de definir los contenidos que, en esta materia, 
ha de disponer la futura Ley Municipal de Euskadi.  
 
La representación política municipal es la manifestación fuerte del derecho 
fundamental de acceso a funciones y cargos públicos en condiciones de 
igualdad. Y, además, en este caso los “representantes municipales”, a 
diferencia de otros cargos representativos locales, tienen legitimación 
democrática directa, pues son elegidos en procesos electorales por sufragio 
universal, libre, directo, igual y secreto.  
 
Sin duda, hoy en día, buena parte de los Alcaldes de Euskadi (salvo en los 
municipios pequeños), así como algunos Concejales, dedican todo su tiempo 
al desempeño de las funciones derivadas del ejercicio del cargo 
representativo, pues la complejidad de gobierno local en estos momentos 
exige esa dedicación. La dedicación a las tareas municipales supone la 
imposibilidad de desarrollar las actividades profesionales ordinarias de estas 
personas, por lo que deben ser retribuidos por sus funciones y por las 
responsabilidades que tales cargos llevan aparejadas.  
 
Cabría analizar la posibilidad de incluir en la Ley Municipal de Euskadi o en 
la legislación básica una previsión que establezca que el voto es indelegable 
salvo en el supuesto de que la Concejala se encuentre en período de 
descanso por maternidad.  
 
La determinación de las retribuciones municipales tanto de Alcaldes como 
de Concejales ha sido siempre un aspecto polémico y problemático. Los 
cargos representativos municipales tienen pleno derecho a percibir una 
retribución acorde con las funciones y responsabilidades derivadas de su 
cargo. 
  
La ponderación de cuál ha de ser la retribución legítima y razonable de un 
cargo representativo municipal no debería quedar exclusivamente al arbitrio 
de cada entidad municipal. La Ley Municipal de Euskadi debe ser sensible a 
este hecho y, en consecuencia, ha arbitrar medidas para solucionar este 
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problema. EUDEL, por su parte, ya afrontó esta cuestión en el “Acuerdo 
para la gobernabilidad municipal” en el que se establece una escala de 
retribuciones para Alcaldes, Concejales y miembros de la oposición, en 
función del tamaño poblacional del municipio.  
 
La cuestión clave sería buscar fórmulas de insertar ese “Acuerdo” en la 
normativa autonómica o foral. Con el fin de salvaguardar la autonomía 
municipal, se habría de incluir necesariamente una cláusula que previera 
que tan sólo los municipios que pretendieran apartarse de los términos del 
Acuerdo lo deberían aprobar de forma expresa.  
 
La Ley Municipal de Euskadi tendría que reflejar, asimismo, un “Estatuto de 
la Oposición” que, en el plano retributivo debería centrarse en regular la 
posibilidad de que en los municipios, a partir de  determinada población, los 
grupos políticos de la oposición contaran con concejales en régimen de 
dedicación  exclusiva o parcial, de conformidad con el peso relativo de las 
formaciones políticas en el seno de la Corporación. 
 
La Ley Municipal de Euskadi debería abordar asimismo unos principios 
básicos sobre el Código ético de los representantes locales, las 
incompatibilidades y los conflictos de intereses. En este sentido es necesario 
hacerse eco del “Código Europeo de Conducta para la integridad política de 
los representantes locales y regionales electos”.  
 
Se trataría de que la Ley Municipal de Euskadi previera un régimen jurídico 
lo más completo posible de los Grupos Políticos municipales, así como de la 
figura del miembro no adscrito.  
 
La formación de los cargos representativos municipales, a pesar del 
esfuerzo que ha llevado a cabo EUDEL desde hace años, sigue requiriendo 
una fuerte sensibilización y unos recursos importantes en su puesta en 
marcha. A tal efecto, es importante que la Ley Municipal de Euskadi haga 
una apuesta decidida por la formación continua de los electos municipales 
y, especialmente, de los Alcaldes y Concejales que tengan 
responsabilidades de gobierno.  
 
Se debe regular el derecho que tiene todo electo a solicitar información al 
Gobierno municipal sin necesidad de que se deba acreditar los motivos para 
solicitarla. 
  
VI.- ESTATUTO DEL CIUDADANO-VECINO. PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA.  
 
Tal como reconoce La Carta Urbana Europea II, de 2008, “las ciudades 
europeas pertenecen a sus ‘vecinos-ciudadanos’ y son un bien económico, 
social y cultural que las generaciones futuras deben heredar”.  
 
La Ley Municipal de Euskadi debería recoger un catálogo lo suficientemente 
detallado de deberes (responsabilidades ciudadanas) y derechos que tienen 
los ciudadanos-vecinos en un determinado municipio.  
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En el espacio político municipal la definición de los deberes ciudadanos es 
un tema de crucial importancia para fomentar la cultura de la 
responsabilidad y la pertenencia a la ciudad o municipio. La Ley Municipal 
de Euskadi debe establecer una regulación de mínimos sobre esta materia. 
La Ley Municipal debe abrir la posibilidad que los Ayuntamientos aprueben 
“Cartas de derechos y deberes de los vecinos”.  
 
Los derechos han de ser necesariamente derechos vinculados directamente 
con el ejercicio del poder público local. Se ha de tener en cuenta que el 
catálogo de derechos puede dar lugar (depende la formulación de los 
mismos) al reconocimiento de determinadas prestaciones públicas, que en 
algunos casos incluso podrían incluso transformarse en auténticos derechos 
subjetivos. Por tanto, prudencia a la hora de formularlos.   
 
La Ley Municipal de Euskadi debe dedicar un espacio razonable a la 
participación ciudadana y al derecho de información que tienen los 
ciudadanos-vecinos sobre el funcionamiento de los servicios públicos locales 
y la gestión municipal.  
 
Particularmente importante es garantizar mecanismos de participación de 
aquellos ciudadanos-vecinos que no tienen todavía reconocido el derecho al 
sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales. Se deben utilizar las 
TIC para mejorar esa participación, especialmente en los sectores más 
jóvenes.  
 
Es necesario, asimismo, precisar que la participación ciudadana es un 
instrumento de legitimidad “adicional” de las políticas públicas locales, pero 
no debe sustituir las responsabilidades políticas que tiene el Gobierno 
municipal. No cabe, en efecto, concebir la participación ciudadana en el 
ámbito local como una suerte de “alternativa” al modelo de gobierno 
representativo.  
 
La regulación de la participación ciudadana en la Ley Municipal debe ser una 
regulación de mínimos. Se debe dejar, por tanto, un amplio espacio al 
poder normativo municipal.  
 
La Ley Municipal de Euskadi debe impulsar asimismo la celebración de 
consultas populares sobre asuntos de la competencia específica del 
municipio. El actual marco normativo es muy restrictivo. Los municipios 
deberían ser soberanos para poder plantear las consultas populares sin que 
en ese proceso deban intervenir otros niveles de gobierno.  
 
VII.- COMPETENCIAS MUNICIPALES.  
 
Las competencias de los municipios es, junto con la financiación, el aspecto 
que define el contenido real del autogobierno municipal. De hecho, el nivel 
efectivo de competencias municipales es un indicador fiable del grado de 
poder político que tiene un municipio.  
 
Las “competencias” son un conjunto de “potestades” que se despliegan 
sobre determinados ámbitos materiales. Las potestades pueden ser de 
naturaleza normativa (o de ordenación), de planificación, de control o de 
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gestión (ejecutivas). Y los sectores materiales son los ámbitos de la realidad 
social sobre los cuales se proyectan esas competencias con el fin de 
satisfacer los intereses de los ciudadanos.  
 
Las competencias municipales han sido hasta ahora entendidas como 
ámbitos materiales reconocidos a los municipios que eran concretados en su 
alcance por el legislador sectorial (ya fuera este estatal, autonómico o 
foral). Este proceso ha conducido a un gradual vaciamiento de sus 
atribuciones efectivas.  
 
También se ha producido el fenómeno de la asunción paulatina por los 
gobiernos municipales de las (mal) denominadas “competencias impropias” 
(no atribuidas expresamente a los municipios y que competen a otro nivel 
de gobierno) como consecuencia de las demandas directas de los 
ciudadanos ante las que los responsables políticos municipales no pueden 
permanecer insensibles. Esta asunción ha supuesto además un factor 
notable de desequilibrio de las finanzas municipales.  
 
La Ley Municipal de Euskadi debe romper radicalmente con ese modelo 
periclitado y apostar decididamente por la “mayoría de edad política” de los 
municipios vascos.   
 
Los municipios vascos deben ejercitar, bajo su propia responsabilidad, todas 
aquellas competencias que no estén atribuidas expresamente a otra 
instancia o nivel de gobierno. Nada que afecte a los vecinos ha de ser ajeno 
a los municipios. No obstante, los municipios deben ser conscientes de las 
limitaciones financieras a la hora de definir sus “Cartas de Servicios 
públicos” que ofrecen a los ciudadanos.  
 
Las competencias municipales deben configurarse como competencias 
“propias”. La Ley Municipal de Euskadi deberá limitarse a identificar cuáles 
son esos ámbitos materiales y definir qué potestades, como mínimo, 
deberán ejercer los poderes públicos municipales.   Las competencias 
municipales deben recogerse en un único listado, sin incorporar ningún tipo 
de referencia en torno a que serán “delimitadas” por las leyes o normas 
forales.  
 
La Ley Municipal de Euskadi debe recoger de forma diáfana y precisa una 
cláusula general de competencias a favor de los municipios que se aparte 
diametralmente de la prevista actualmente en la legislación básica.  
 
Se deben identificar cuáles son las materias en las que los municipios deben 
intervenir en todo caso para satisfacer los intereses de los vecinos y definir 
de forma precisa cuáles serán las potestades que los municipios vascos 
deberán ejercer, como mínimo, en cada ámbito o sector material. Las 
potestades básicas son esencialmente dos: la de “ordenación” (o también 
denominada potestad normativa) y la de “gestión” (o de prestación del 
servicio o ejecución de una determinada actividad). 
  
Las competencias propias de los municipios deberían ser reconocidas a 
todas las entidades municipales de Euskadi independientemente de su 
tamaño y capacidad de gestión. Su ejercicio se podrá modular por medio de 
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instrumentos o soluciones institucionales diversas (mancomunidades, 
consorcios, convenios, auxilio institucional a través de la cooperación o 
asistencia técnica, etc.).  
 
La regulación de los servicios básicos municipales debería sustraerse del 
régimen de competencias municipales y regularse en otro lugar de la futura 
Ley.  
 
VIII.- LA PARTICIPACIÓN DEL MUNICIPIO VASCO EN LA 
FORMACIÓN DE LAS POLÍTICAS AUTONÓMICAS Y FORALES 

La propia Carta Europea de Autonomía Local aboga directamente porque los 
municipios sean consultados en los procesos de planificación y decisión en 
todas las cuestiones que les afecten.  
 
En Euskadi se ha de hacer aquí mención obligada al Consejo Municipal de 
Euskadi, cuyo funcionamiento institucional no ha sido un modelo a seguir.  
 
El panorama institucional de Euskadi, con tres niveles de gobierno (o tres 
poderes públicos territoriales) y con un sistema complejo de distribución de 
poder político (de competencias), aconseja de forma decidida optar por un 
la creación de un órgano que facilite la coordinación, colaboración y 
cooperación de políticas públicas en general y, en especial, de todas 
aquellas que tengan repercusiones locales.  
 
Se deben arbitrar mecanismos de consulta a los municipios en aquellas 
cuestiones que les afecten y prever sistemas que puedan detectar 
tempranamente (mediante un sistema de “alerta”) en qué casos una 
propuesta normativa (sea de Ley, Norma Foral o fruto de la potestad 
reglamentaria) puede erosionar las competencias municipales.  
 
EUDEL ha abogado, recientemente, por la creación de un Consejo de 
Políticas Públicas de Euskadi, en el que deben estar presentes todos los 
niveles territoriales de gobierno del País (Instituciones Comunes, Territorios 
Históricos y Municipios), y que tendría una serie de atribuciones vinculadas 
a todo lo que afecte a la vida municipal. 
 
Este Consejo de Políticas Públicas de Euskadi debería tener representación 
de los tres niveles de gobierno, siendo la representación municipal 
vehiculada a través de la Asociación de Municipios Vascos (EUDEL).  
 
Habría que estudiar la fórmula para que la Comisión Arbitral incrementara 
sus competencias y pudiera, asimismo, conocer de las cuestiones de 
competencia “en defensa de la autonomía local” planteadas por los 
municipios vascos contra proyectos o proposiciones de Ley del Parlamento 
Vasco o Normas Forales de las Juntas Generales. Para ello habría que 
prever que al menos uno de los representantes del Gobierno Vasco lo fuera 
a propuesta de EUDEL.  
 
Se hace, pues, necesaria una reforma de la Ley reguladora de la Comisión 
Arbitral que camine en esa dirección.  
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IX.- GESTIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS LOCALES Y FÓRMULAS DE  
INTERMUNICIPALIDAD.  
 
La gestión de servicios públicos municipales en Euskadi está estrechamente 
ligada con las fórmulas de intermunicipalidad o “entidades 
supramunicipales”. Las dificultades de afrontar una materia como esta en 
una futura Ley Municipal parten, por un lado, de los márgenes más bien 
estrechos que deja la legislación básica, como, por otro, de que las 
competencias en materia de “entidades supramunicipales” están reservadas 
como competencias exclusivas a los Territorios Históricos vascos.  
 
La creación y el régimen jurídico, por tanto, de entidades locales 
“intermunicipales” o “supramunicipales” tales como áreas metropolitanas, 
comarcas o mancomunidades, quedan en manos de la normativa foral. 
Únicamente, en el caso de que esas entidades locales desplegaran su 
actividad sobre municipios de más de un Territorio Histórico estaría 
justificado que el legislador vasco previera un marco jurídico regulador de 
las mismas.  
 
Hay, no obstante, conexiones evidentes entre intermunicipalidad y gestión 
de servicios públicos locales. El tejido institucional vasco aconseja 
necesariamente optar por las fórmulas intermunicipales para subsanar la 
situación de déficit de gestión que tienen numerosos municipios vascos.  
 
La cooperación horizontal o el recurso a la agrupación voluntaria de 
municipios para la gestión de determinadas competencias se convierte en 
una de las claves fundamentales del desarrollo institucional futuro del 
municipalismo vasco. El papel de EUDEL en este campo puede ser 
importante, pues podría prestar esos servicios de cooperación y asistencia 
técnica mediante Convenios de Colaboración con las Diputaciones Forales y 
a través de la financiación correspondiente. Se debe apostar por la creación 
de “redes de municipios”.  
 
La Ley Municipal de Euskadi sí debe regular, en cambio, los servicios 
públicos locales y la gestión de tales servicios. La Ley Municipal de Euskadi  
debería diferenciar claramente los denominados “servicios obligatorios”, las 
“formas de gestión de servicios públicos” y, en fin, la iniciativa municipal en 
el ejercicio de actividades económicas, así como la “reserva” de actividades 
o servicios esenciales.  
 
La posible externalización de un servicio debe ser analizada minuciosamente 
y, en todo caso, se han de ponderar algunas cuestiones: la responsabilidad 
sobre el servicio no se externaliza, se ha de realizar un seguimiento de la 
evolución de la gestión del servicio y, en fin, hay que preguntarse hasta qué 
punto deben primar criterios económicos en la gestión de servicios tales 
como  la asistencia social, la educación o la sanidad.  
 
Pero lo realmente importante, a los ojos de la ciudadanía, es cómo se 
prestan realmente esos servicios. Hay que modernizar la gestión de los 
servicios públicos otorgando un papel estelar a las TIC , hay que innovar la 
gestión por medio de la incorporación de mecanismos de medición de la 
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calidad y por una clara apuesta por la profesionalización de los gestores 
públicos encargados de las tareas directivas y técnicas. 
 
En materia de gestión de servicios públicos por los municipios vascos hay 
que destacar la importancia que en estos últimos años ha tenido la 
legislación sectorial aprobada por el Parlamento Vasco, puesto que confiere 
nuevas competencias a los municipios sin resolver la cuestión central de la 
financiación (por ejemplo, la Ley de Servicios Sociales).  
 
También se debe constatar que el necesario recurso a entidades supra o  
intermunicipales para la gestión de servicios ofrece algunos problemas en 
torno a la composición de tales órganos y, sobre todo, en lo que afecta al 
principio de responsabilidad política.  
 
X.- LA FINANCIACIÓN EN LA LEY MUNICIPAL DE EUSKADI. 
 
Difícilmente se puede concebir una autonomía municipal plena sin una 
suficiencia financiera que permita afrontar razonablemente las 
competencias de las entidades locales y satisfacer necesariamente las 
demandas de servicios de los ciudadanos. La Carta Europea de Autonomía 
Local hace hincapié en este punto.  
 
Cabe plantearse inicialmente cuáles son los márgenes de configuración 
normativa que tiene el Parlamento Vasco en esta materia.  
 
El Proyecto de Ley Municipal de Euskadi elaborado la pasada legislatura fue 
objeto de la Decisión 01/2008, de 20 de octubre, del Pleno de la Comisión 
Arbitral en la que se contiene una importante doctrina en relación con las 
posibilidades reales de que el legislador vasco regule la materia de 
financiación local.  
 
Las notas más relevantes de esa doctrina de la Comisión Arbitral, a los 
efectos que ahora interesan, se pueden resumir en los siguientes puntos:  
 a) La competencia de las Instituciones Comunes en materia de 
“régimen local” da pie al legislador vasco para regular la “submateria” de 
Hacienda Local, obviamente en aquellos espacios que no estén atribuidos a 
los Territorios Históricos.  
 b) La posibilidad de una Ley del Parlamento Vasco que regule esta 
materia es factible siempre que no lesione las competencias forales sobre 
haciendas locales. Se pone como ejemplo la Disposición Adicional 4 ª de Ley 
2/2007, que “recomienda” una participación mínima del 54,70 % de los 
entes locales en los tributos concertados y en la participación que destinen 
los Territorios Históricos a los entes locales. 
 c) La incorporación de tres representantes municipales al Consejo 
Vasco de Finanzas Públicas es correcta en términos de su adecuación al 
ordenamiento estatutario y foral.  
 d) El legislador vasco no puede establecer parámetros, criterios o 
módulos para la distribución de la participación de los municipios en los 
tributos concertados, pues representa “una inmisión clave en la capacidad 
normativa foral”.  
 e) Tampoco puede establecer una “participación mínima” municipal en 
los tributos concertados, pues supone “una invasión en el ámbito de la 
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foralidad”.  
 j) Y, en fin, la previsión de que existirá un Consejo Territorial de 
Finanzas en cada Territorio Histórico supone inmiscuirse en un espacio 
reservado a los Territorios Históricos que disponen de la competencia 
exclusiva en materia de “organización, régimen y funcionamiento de su 
propias instituciones”.  
 
Con estas limitaciones, ¿cuál es el espacio de configuración del legislador 
vasco?  
 
La Ley Municipal de Euskadi debe incluir un Título específico dedicado a 
financiación municipal. Si tales contenidos se insertan en la LTH, las 
posibilidades efectivas de esa normativa son mucho mayores. Se podría, 
así, prever expresamente la presencia de la representación municipal en el 
Consejo Vasco de Finanzas Públicas, así como regular otros extremos del 
régimen financiero municipal respetando en todo caso las competencias que 
sobre esta materia tienen los Territorios Históricos.  
 
Se debe reconocer el principio de suficiencia financiera y el principio de 
normatividad municipal en materia de tributos locales en desarrollo de las 
Normas Forales.  
 
Se deben incorporar los siguientes principios: el principio de equilibrio 
territorial; el principio de igualdad; y, por lo general, el principio de 
financiación no condicionada. Estos principios deberían inspirar, asimismo, 
el ejercicio de sus competencias normativas por los Territorios Históricos. 
Asimismo, el principio de que la autonomía financiera de los municipios 
vascos en ningún caso tendrá estándares inferiores que los previstos para 
los municipios de régimen común.  
 
Se debería recoger un principio en virtud del cual cualquier aprobación de 
una Ley del Parlamento Vasco o Norma Foral que conlleve la atribución de 
determinadas responsabilidades u obligaciones a los municipios vascos 
deberá venir acompañada de la correspondiente financiación. Para extender 
su aplicación a los Territorios Históricos sería necesaria su inclusión en la 
propia LTH.  
 
Habría que buscar, siquiera fuera de forma transitoria, una solución a la 
financiación de las “competencias impropias” de los municipios, aunque las 
soluciones a este problema son complejas.  
 
La Ley Municipal de Euskadi podría, asimismo, incluir algunas previsiones 
genéricas –con las limitaciones expuestas en la Decisión 1/2008 de la 
Comisión Arbitral- en materia de régimen presupuestario, régimen de 
endeudamiento y de concesión de garantías, así como de contabilidad. 
Todas estas previsiones encajarían perfectamente en la LTH si esta se 
extendiera en su ámbito de aplicación a los municipios.  
 
 
 


